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SENTENCIA 

 

 
En San Juan, Puerto Rico, a 9 de abril de 2021. 

 

 Comparece ante nosotros el señor Geovanny Ortiz Pérez (el 

recurrente), por derecho propio, miembro de la población penal, solicitando 

que ordenemos al Departamento de Corrección y Rehabilitación, (DCR) que 

le conceda beneficiarse del Programa de Pre Reinserción a la Libre 

Comunidad, (el Programa). No obstante, la Oficina del Procurador General, 

en representación del DRC, ha esgrimido un planteamiento de carácter 

jurisdiccional cuya solución prima sobre el asunto sustantivo planteado 

por el recurrente. Como se sabe, las cuestiones jurisdiccionales son 

materia privilegiada y deben resolverse con preferencia a los demás 

asuntos. Mun. de San Sebastián v. QMC, 190 DPR 652 (2014); García v. 

Hormigonera Mayaguezana, 172 DPR 1 (2007). 

 
1 Mediante Orden Administrativa TA-2021-022 se designó a la Hon. Noheliz Reyes Berríos 

como integrante de Panel debido a que el Hon. Carlos L. Vizcarrondo Irizarry se acogió a 

la jubilación el 31 de enero de 2021. 
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Adelantamos que, por carecer de jurisdicción para atender la 

controversia presentada, al ser prematuro el escrito de revisión judicial 

ante nuestra consideración, estamos obligados a desestimar. 

I.  Resumen del tracto procesal  

 

 El enrevesado tracto procesal del asunto ante nuestra consideración 

dio inicio con la presentación de una Solicitud de Remedio Administrativo 

por el recurrente ante la División de Remedios Administrativos del DCR, (la 

División), el 16 de octubre de 2019. En dicho escrito el recurrente peticionó 

que se le diera conocimiento sobre su solicitud para ser considerado al 

Programa. 

  Visto lo cual, el 19 de diciembre de 2019, la División emitió una 

Respuesta del Área Concernida, indicando al recurrente que, una vez la 

técnico sociopenal a cargo del tema se reincorporara a sus funciones, 

(estaba bajo licencia por enfermedad), se le impartirían instrucciones para 

que trabajara la solicitud hecha. No obstante, posteriormente, el 21 de 

febrero de 2020, bajo el mismo caso, la División emitió Respuesta al 

Miembro de la Población Correccional, informándole al recurrente que no 

cualificaba para formar parte del Programa, pues excedía el máximo 

de sentencia para programas de reinserción. 

 Con todo, el recurrente presentó una Solicitud de Reconsideración 

ante la División el 3 de enero de 2020, (fecha previa a la determinación de 

la División de 21 de febrero de 2020), que hacía referencia a la Respuesta 

del Área Concernida emitida el 19 de diciembre de 2019.2  Luego, el 18 de 

junio de 2020, sin haberse pronunciado aún la División en torno a la 

petición de reconsideración pendiente, el recurrente también presentó un 

escrito de revisión judicial ante este Tribunal de Apelaciones, cuestionando 

la determinación administrativa de 21 de febrero de 2020. 

 
2 El continuo traslado de fechas que muestra el tracto procesal es atribuible, como se nota, 

a que el recurrente se mantuvo activo presentando solicitudes de remedios, pero sin 

esperar que la División resolviera los asuntos pendientes ya instados. 
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  Entonces, el 30 de junio de 2020, un foro hermano atendió el escrito 

de revisión judicial presentado, emitiendo una Sentencia3 ordenando dejar 

sin efecto la resolución administrativa cuya revocación se solicitaba, 

por cuanto la notificación al recurrente por la División fue defectuosa al 

carecer de las debidas advertencias legales para recurrir en alzada, en 

contravención de las Secs. 3.15 y 4.2 de la Ley Núm. 38 de 2017, Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico, 

(LPAUG). Es decir, el Tribunal de Apelaciones dejó sin efecto la resolución 

administrativa emitida por la División el 21 de febrero de 2020. A tenor, el 

foro hermano devolvió el asunto al DCR para que procediera conforme a lo 

ordenado, en este caso, notificar correctamente la determinación 

administrativa al recurrente, fecha desde la cual entonces iniciarían los 

términos para recurrir en alzada. Esta determinación del Tribunal de 

Apelaciones fue recibida en el DCR el 28 de octubre de 2020. 

 Antes de que le fuera notificada al DCR la determinación del Tribunal 

de Apelaciones del párrafo que antecede, el 21 de agosto de 2020, notificada 

el 24 de octubre de 2020, la División emitió una Respuesta a la Solicitud de 

Reconsideración, denegándola. Es de esta denegatoria a reconsideración de 

la cual el recurrente presentó el recurso de revisión judicial que está ante 

nuestra consideración, el 8 de septiembre de 2020.  

 Sin embargo, el tracto procesal no finaliza en el párrafo anterior, 

pues, en cumplimiento con la Sentencia emitida por el foro hermano en el 

KLRA202000161, la División del DCR emitió una Respuesta al Miembro de 

la Población Correccional el 12 de enero de 2021, en la que determinó que 

el recurrente no cualifica para el Programa que había solicitado, pues 

excedía el máximo de sentencia para programas de reinserción. Esta vez, 

en la notificación de dicha determinación, de 28 de enero de 2021, se 

incluyeron las advertencias propias de derecho que cobijan al recurrente 

 
3 KLRA202000161. 
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para acudir en alzada, en cumplimiento con la Orden que así requirió el 

foro hermano.  

II. Exposición de Derecho 
 

A. Jurisdicción 

La jurisdicción se ha definido como el poder o autoridad de un 

tribunal para considerar y decidir casos y controversias. Allied 

Management Group, Inc. v. Oriental Bank, 2020 TSPR 52, pág. 11, 204 DPR 

___ (2020); Yumac Home v. Empresas Massó, 194 DPR 96, (2015); Horizon 

Media v. Jta. Revisora, RA Holdings, 191 DPR 228, 233 (2014). Tanto los 

foros de instancia como los foros apelativos tienen el deber de, 

primeramente, analizar en todo caso si poseen jurisdicción para atender 

las controversias presentadas, puesto que los tribunales estamos llamados 

a ser fieles guardianes de nuestra jurisdicción, incluso cuando ninguna de 

las partes invoque tal defecto. Horizon Media v. Jta. Revisora, RA 

Holdings, supra; Shell Chemical v. Srio. Hacienda, 187 DPR 109, 122-123 

(2012). Ello responde a que las cuestiones jurisdiccionales son materia 

privilegiada y deben resolverse con preferencia a los demás asuntos. Mun. 

San Sebastián v. QMC, 190 DPR 652, 659 (2014); García v. Hormigonera 

Mayagüezana, 172 DPR 1, 7 (2007).  

 En armonía, la Regla 83 de nuestro Reglamento, establece las 

circunstancias en que podemos desestimar un recurso presentado. En lo 

pertinente, permite la desestimación de los recursos a solicitud de parte o 

por iniciativa propia cuando, entre otros, el Tribunal de Apelaciones 

carezca de jurisdicción. 4 LPRA Ap. XXII-B, R.83. 

B. Revisión Judicial de Decisiones Administrativas 

El Art. 4.002 de la Ley Núm. 201-2003, Ley de la Judicatura del 

Estado Libre Asociado de Puerto Rico, según enmendada, dispone que el 

Tribunal de Apelaciones revisará, como cuestión de derecho, las decisiones 

finales de los organismos y agencias administrativas que hayan sido 

tramitadas conforme con las disposiciones de la Ley de Procedimiento 
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Administrativo Uniforme (LPAU)”. Art. 4.002 de la Ley Núm. 201-2003, 4 

LPRA sec. 24 (u). Por su parte, Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme del Gobierno de Puerto Rico, Ley Núm. 38-2017, 3 LPRA sec. 

9601 et seq. (LPAUG), define el ámbito de la revisión judicial. Conforme a 

la Sección 4.2 de la LPAUG, solamente las órdenes o resoluciones finales 

dictadas por las agencias o funcionarios administrativos pueden ser 

revisadas judicialmente. 3 LPRA sec. 9672. La Sección aludida establece, 

en lo pertinente, lo siguiente:   

[u]na parte adversamente afectada por una orden o resolución 

final de una agencia y que haya agotado todos los remedios 

provistos por la agencia o por el organismo administrativo 

apelativo correspondiente podrá presentar una solicitud de revisión 

ante el Tribunal de Apelaciones, dentro de un término de treinta (30) 

días contados a partir de la fecha del archivo en autos de la copia de 

la notificación de la orden o resolución final de la agencia o a 

partir de la fecha aplicable de las dispuestas en la sec. 9655 de este 

título, cuando el término para solicitar la revisión judicial haya sido 

interrumpido mediante la presentación oportuna de una moción de 

reconsideración. Íd. (Énfasis suplido.)   

Nuestro Tribunal Supremo ha manifestado que la referida sección de 

la LPAUG limitó nuestra facultad de revisión judicial a decisiones que 

cumplieran con dos requisitos: (a) que fueran órdenes o resoluciones 

finales de la agencia, y (b) que la parte adversamente afectada hubiese 

agotado todos los remedios provistos por la agencia administrativa. A.A.A. 

v. UIA, 199 DPR 638, 657 (2018) citando a A.R.Pe. v. Coordinadora, 165 

DPR 850, 867 (2005). Véase, además, Depto. Educ. v. Sindicato 

Puertorriqueño, 168 DPR 527, 543 (2006); Procuradora del Paciente v. MCS, 

163 DPR 21, 34-35 (2004); J. Exam. Tec. Med. v. Elías et al, 144 DPR 483, 

491 (1997). 

III.  Aplicación del Derecho 

a. 

En principio, el recurrente solicita que revisemos la alegada 

denegatoria al Programa para la Pre Inserción a la Libre Comunidad que 

determinara la División mediante la Respuesta del Área Concernida, 

emitida el 19 de diciembre de 2019. Según apuntamos en el tracto 
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procesal, en la referida comunicación la División indicó al recurrente que 

la técnico sociopenal a cargo del asunto se encontraba en licencia por 

enfermedad pero que, una vez se reincorporara a sus funciones, le 

impartirían instrucciones para que trabajara la solicitud que hizo.  

La lectura de la Respuesta del Área Concernida aludida pone de 

manifiesto que el CDR, a través de la División, no hizo determinación 

final alguna en ese momento sobre si procedía o no admitir al 

recurrente en el Programa que solicitó. En este sentido, de tal 

comunicación no se puede concluir que el DCR rechazara la petición del 

recurrente, como tampoco se puede concluir que lo aceptara en el 

Programa, sino que pospuso la respuesta definitiva a la petición del 

recurrente al momento en que se reincorporara a sus labores el personal 

administrativo encargado de ello. 

Sobre lo anterior, tal cual citáramos, nuestro Tribunal Supremo ha 

puesto de relieve que la LPAUG limitó nuestra facultad de revisión judicial 

a decisiones que cumplieran con dos requisitos: (a) que fueran órdenes o 

resoluciones finales de la agencia, y (b) que la parte adversamente 

afectada hubiese agotado todos los remedios provistos por la agencia 

administrativa. A.A.A. v. UIA, 199 DPR 638, 657 (2018) citando a A.R.Pe. v. 

Coordinadora, 165 DPR 850, 867 (2005). A todas luces, la determinación 

administrativa de 19 de diciembre de 2019 no fue una final, por cuanto 

difirió la respuesta sobre la aceptación al programa solicitado por el 

recurrente para cuando estuviera disponible el personal llamado a 

atenderla. Reiteramos, tal comunicación no constituyó una denegatoria al 

reclamo del recurrente, por tanto, no es susceptible de ser considerada 

como una orden final que pueda ser revisable, de modo que estamos 

impedidos de actuar sobre ella. 

b. 

No obstante, como también ilustramos, posteriormente el DCR sí 

llegó a emitir una determinación final sobre la petición de admisión al 
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Programa hecha por el recurrente. Así, en la Respuesta al Miembro de la 

Población Penal de 21 de febrero de 2020, expresamente denegó la entrada 

del recurrente al Programa, por causa del término de la sentencia que 

cumplía. Esta determinación fue objeto de revisión judicial por el Tribunal 

de Apelaciones, mediante recurso presentado por el recurrente, pero 

atendido por un foro hermano, KLRA20200161. Según apuntáramos, dicho 

foro hermano dejó sin efecto la notificación de la determinación de 21 de 

febrero de 2020, por cuanto fue notificada de manera defectuosa. Ante lo 

cual, el DCR tuvo que emitir una nueva Respuesta al Miembro de la 

Población Penal, el 12 de enero de 2021, notificada al recurrente el 28 del 

mismo mes y año, denegando su entrada al programa requerido, aunque 

esta vez, cumpliendo con los requisitos que ordenó el foro hermano, en 

términos de las advertencias sobre derechos a recurrir en alzada.  

Esta última denegatoria por parte del DCR sí constituyó una 

resolución final revisable ante nosotros, mediante recurso de revisión 

judicial. Sin embargo, el recurso de revisión judicial presentado por el 

recurrente que está ante nuestra consideración no se dio contra la 

determinación del 12 de enero de 2021, sino con referencia a la del 19 de 

diciembre de 2019. No merece reiterar que la determinación de 19 de 

diciembre de 2019 no fue final, por tanto, no revisable por este foro 

intermedio. En cualquier caso, respecto a la denegatoria administrativa de 

12 de enero de 2021, claramente el escrito de revisión judicial presentado 

por el recurrente el 8 de septiembre de 2020, resulta prematuro. Es 

decir, no tenemos facultad en ley para revisar una determinación de 

12 de enero de 2021, mediante un recurso presentado el 8 de 

septiembre de 2020. El término para recurrir en alzada de esta última 

determinación inició en el momento en que el recurrente fue notificado de 

ella.    

Reafirmamos que los tribunales estamos obligados a analizar 

primeramente si contamos con jurisdicción para atender el asunto. Shell v. 
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Srio. Hacienda, 187 DPR 109, 122-123 (2012). De concluir que carecemos 

de jurisdicción o de autoridad para entrar en los méritos de las 

controversias planteadas, procede desestimar el recurso, pues, “[e]l no 

tener la potestad para atender un asunto no puede ser corregido ni 

atribuido por el tribunal”. González v. Mayagüez Resort & Casino, 176 DPR 

848, 855 (2009). Pueblo en interés menor J.M.R., 147 DPR 65, 78 (1995). La 

determinación de que un recurso ha sido presentado de forma prematura 

conlleva necesariamente su desestimación por ausencia de jurisdicción. 

IV. Parte Dispositiva 

Por los fundamentos antes expuestos, desestimamos el recurso de 

revisión judicial presentado, por falta de jurisdicción. 

 Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

 
 

 
Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


